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creto 1613/1985 desconce toda posibili-
dad de ejercicio coordinado y paraleto de
competencias autonémicas para el trata-
miento de problemas de dimensién su-
pracomunitaria. El criterio adoptado por
el precepto es la actuaci6n directa del Es-
tado con exclusi6n completa de la com-
petencia ejecutiva de la Comunidad Au-
ténoma.

El Tribunal Consticucional considera
que la actuacién directa del Estado en
medio ambiente tan s6lo es posible en ca-
sos extraordinarios y a causa de razones
de seguridad y de grave y urgente necesi-
dad, para evitar dafios icreparables y para
asegurar la consecucién de la finalidad
objetiva que corresponde a la competen-
cia estatal sobre las bases (STC 48/1988,
de 22 de marzo).

Estos supuestos de actuacién directa
del Estado no se plantean en esce caso
concreto. El Real decreto regula la inter-
vencién ejecutiva del Estado como su-
puesto normal de actuacién, sieado su re-
daccién tan genérica y ambigua en
relacién con la naturaleza, circunstancias
concurrentes, origen y efectos de la de-
claracién que puede dar lugar a un vacia-
miento efective de las competencias de la
comunidad auténoma. De escos condi-

cionamientos, el Tribunal Constitucional
deduce la invasidn de la competencia de
la Generalidad ocasionada por el arc. 5
del Real decreto 1613/1985.

En refacién con el art. 6, parrafo 5, del
mencionado Real decreto, el Tribunal
Constitucional considera que no lesiona
el orden constitucional de competencias
ya que en el procedimiento de tramita-
cidn estd prevista la intervencién de las
comunidades auténomas. La elaboracién
del plan corresponde a los ayuntamientos
implicados, que deben recabar la oporru-
na asistencia técnica de las adminiscracio-
nes autondmicas compertentes. El disefio
es respetuoso con la necesaria cooperacidn
entre administraciones, y que las comu-
nidades auténomas no ven desplazadas
sus funciones ejecutivas mds que en el
caso de que la declaracién de la zona so-
brepase su territorio y en virtud de las
razones excepcionales anteriormente ex-
puestas, pero no en la elaboracién del
plan de medidas, ni en la posterior ejecu-
¢i6n del plan. Este criterio debe conside-
rarse como incerpretativo para encender y
ser coherente con el anterior pronuncia-
miento sobre el art. 5 del Real decreto
1613/1985.

Juan Carlos Gavara

Sentencia 330/1993, de 13 de noviembre (BOE de 10 de diciembre). Conflicto
positivo de competencia promovido por el Gobierno vasco en relacién con
la Resolucién de la Direccién General de Renovacién Pedagdgica, de 26 de

febrero de 1987.

Ponente:
Carlos Viver Pi-Sunyer

El presente conflicto de competencia
impugna la mencionada Resolucién que
se dirige a profesores numerarios de in-
glés de nivel no universitario con el ob-
jeto de convocar 201 plazas para asistit a
actividades de perfeccionamiento en el
Reino Unido y en Espafia durante el ve-

rano de 1987 con la colaboracién del
Consejo Britdnico.

El Tribunal Constitucional delimita el
objeto del conflicto segin tres criterios:

@) La Resolucién establece una activi-
dad subvencional de fomento consistente
en la afectacién de unos fondos piblicos
con la finalidad de la formacién del per-
sonal docente mediante la concesién de
unas ayudas econdémicas a determinados
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profesores con cargo a los presupuestos

generales del Estado.

#) Las ayudas van destinadas a profe-
sores de lengua inglesa con independen-
cia de que sean o no funcionarios y de que
estén adscritos a centros dentro del drea
de gestién del Ministerio de Educacién o
del drea de una comunidad auténoma con
comperencias en la materia.

¢) La colaboracién que dispensa el
Consejo Britdnico es irrelevante para el
presente caso, ya que el propio Ministe-
rio de Educacidn es el encargado de reali-
zar la convocatoria, establecer sus bases,
centralizar las solicitudes, participar en
el procedimiento selectivo de los candi-
datos y sufragar total o parcialmente las
becas concedidas. En definiciva, et Esta-
do realiza una accién subvencional con
cargo a sus presupuestos a través de la
Resolucién convocante sin que se haya
previsto un mecanismo de participacién
por parte de las comunidades auténomas.

A partir de esta delimitaci6n, €l Tri-
bunal Constitucional considera que el
objeto de la Resolucién impugnada debe
encuadrarse en la competencia de ense-
fianza. En dicho dmbito el Estado cuenta
con los sigmentes titulos de interven-
c16n:

— Alra inspeccién,

— Competencias de ordenacién general
del sistemna educativo,

— Fijacién de ensefianzas minimas.

— Reguiacién de las condiciones para la
obtencién, expedicién y homologa-
cibén de titulos académicos y profesio-
nales.

— Establecimiento de normas bisicas
para el desarrollo del art. 27 CE para
garantizar el cumplimiente de las
obligaciones de los poderes piblicos y
la igualdad de todos los espafioles en
el ejercicio de los derechos v en el
cumplimiento de los deberes consti-
tucionales (STC 6/1982, de 22 de fe-
brero).

En principio, el Estado puede destinar
recursos a la financiacién de actividades
de perfeccionamiento del profesorado en
virtud de su competencia sobre las bases
del sistema educative (STC 13/1992, de
6 de febrero, Vide Autonomies, nom. 15,
pég. 204-206). Sin embargo, aunque el
Estado puede consignar subvenciones de
fomento en sus presupuestos generales,
cuando ostenta un titulo competencial
genérico de intervencién debe respetar
dos 1imites:

@) Uno basado en la idea de coopera-
cién, que le obliga a dejar un margen a
las comunidades auténomas para concre-
tar con mayor detalte el destino o para
desarrollar la regulacién de las condicio-
nes de ororgamiento de las ayudas y su
tramicacién.

&) Orro basado en la idea del respeto
de las competencias exclusivas de ejecu-
cién y gestién de las comunidades aut6-
nomas en este dmbito (STC 13/1992, de
G de febrero).

A pesat de que estos criterios de des-
linde sean mds o menos claros, se ha es-
tablecido rambién una serie de supuestos
en los que puede ser necesaria una ges-
tién centralizada y directa para garantizar
la plena efectividad en la ordenacién bi-
sica de un sector:

a) El primero basado en el principio
de igualdad para garantizar iguales posi-
bilidades de obtencién y disfrute de las
medidas bésicas por parte de sus poten-
ciales destinatarios en todo el territorio
estatal.

#) El segundo basado en el principio
de determinacién de las medidas finan-
cieras cuando la centralizacién sea necesa-
rio para evirar que se sobrepase la cuantia
global de los fondos destinados a la sub-
vencién.

En definitiva, la necesidad de la ges-
tién centralizada debe ser razonablemen-
te justificada a deducirse ficilmente de la
naturaleza o contenido de la medida de
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fomento de que se trate (STC 91/1992,
de 11 de junio, vide Awtonomies, nim.
15, pdg. 224-225).

Esta doctrina general aplicada al caso
concreto implica que se examine la nece-
sidad de la gesti6n directa y centralizada
de las ayudas sin participacién de las co-
munidades auténomas. De este modo se
debe examinar si los criterios utilizados
en la Resolucién justifican una excepcién
a la regla general que es la de la gestién
descentralizada de las subvenciones que
afecte a materias en las que el Estado se
reserva las bases y las comunidades auté-
nomas el resto de las funciones. Dentro
de este contexto es importante demostrar
que la actividad a realizar exige necesa-
riamente que no participe la comunidad
auténoma en la decisién, hecho que sélo
podrd venir ocasionado por exigencia del
principio de igualdad o por la necesidad
de determinar las cuantias de las subven-
ciones.

En este caso concreto el Tribunal
Constitucional concluye que los cricerios
utilizados por la Resolucién no justifican
esta excepcion. En primer lugar hay que
considerar que el nimero de becas oferta-

das es determinado y de cuancia fija, con
lo que dificilmente puede suponer una
excepcién motivada por la indetermina-
cién de la cuantia destinada a la subven-
cién, En segundo lugar, los otros cri-
terios utilizados (el hecho de que la acei-
vidad subvencionada se desarrolle fuera
del territorio estatal 0 que la resolucién
es fruro de un convenio firmado por el
Estado y el Consejo Britdnico) rampoco
pueden justificar una excepcién ya que
no afectan a la garancia del principado de
igualcad.

En consecuencia, el Tribunal Consci-
tucional concluye que la Resolucidn, al
no haber previsto ningiin tipo de parcici-
pacién de la Comunidad Auténoma del
Pais Vasco en la gesti6n de las ayudas, ha
desconocido y no ha resperado el sistema
de distribucién de competencias. La ne-
cesidad de establecer mecanismos de coo-
peracién y colaboracién debe presidir
como regla general la regulacién de dm-
bitos en los que concurran competencias
para la realizacién de una misma acrivi-
dad administrativa de subvencién.

Juan Carlos Gavara

Sentencia 331/1993, de 12 de noviembre. Recurso de inconstitucionalidad in-
terpuesto por el presidente del Gobierno contra determinados preceptos
de la Ley del Parlamento de Cataluiia 8/1987, de 15 de abril, municipal y de

régimen local de Cataluiia.

Ponente:
Julio Diego Gonzdlez Campos

Los preceptos que son objeto de im-
pugnacidn se refieren a las siguientes ma-
terias; ingresos de los entes locales con-
sistentes en partiCipaciones en ingresos
estatales y en subvenciones incondiciona-
das (arr. 181 2 y 182.1 y 2); cambio de
capitalidad del municipio (arc. 32.1);
régimen de incompatibilidades de los

miembros de las corporaciones locales
(art. 148.2); plazo para efectuar el reque-
rimiento previo a la impugnacién de los
actos de un ente local por parte de la Co-
munidad Auténoma (art. 165.3); crea-
cién de 6rganos de coordinacién (art.
168.3.0) y clasificacién de contratistas
{art. 287.2). En todos los casos, excepto
en ¢l Gltimo, la impugnacién se funda-
menta en la vulneracién de la legislacién
estatal bdsica en mareria de régimen lo-



